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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PENSIONES / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / BENEFICIARIOS / APORTES POSTERIORES AL DECESO

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES – Calidad de cónyuge o compañera permanente.
… quien alegue la calidad de cónyuge o compañero o compañera permanente del causante deberá cumplir ciertas exigencias de índole subjetivo y temporal para acceder a la pensión de sobrevivencia, lo cual, como ha señalado este Tribunal “constituye una garantía de legitimidad y justicia en el otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del grupo familiar, potencialmente beneficiarios de la misma prestación”.

…Sin embargo, es del caso recalcar que la cohabitación bajo el mismo techo no es el único rasgo distintivo de una relación de convivencia e incluso su ausencia o interrupción se puede excusar bajo razones de fuerza mayor o caso fortuito, como salud, trabajo, situaciones legales o económicas, discusiones o desacuerdos temporales, entre otros. Dichas razones deben aparecer acreditadas en los procesos donde se persigue el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, pues el juzgador deberá examinar y ponderar en cada caso concreto la razonabilidad de la justificación que explica la falta de cohabitación y además verificar si la consunción de ese elemento característico atenuó las demás expresiones de la vida en común, esto es, el acompañamiento espiritual permanente, un proyecto familiar en común, apoyo económico, vida de pareja…
APORTES POSTERIORES A LA MATERIALIZACIÓN DEL RIESGO – Por regla general, no pueden computarse para efectos de reconocimiento de pensión por sobrevivencia.

… en providencia SL1618-2023, la Corte Suprema de Justicia se pronunció sobre al criterio defendido por la Corte Constitucional y la posibilidad de habilitar la imputación del pago y el reconocimiento de las semanas en los periodos declarados, a pesar de que fueron sufragados en fecha posterior a la ocurrencia del siniestro para reconocer la pensión de sobrevivientes o invalidez.
“Por todo lo expuesto, el Tribunal no incurrió en la transgresión jurídica que le endilga la censura, dado que la aplicación del artículo 53, numeral 4, inciso 2 del Decreto 1406 de 1999, y los precedentes jurisprudenciales emitidos en cumplimiento del deber de unificar la jurisprudencia nacional del trabajo asignada a la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, impiden habilitar el pago de los aportes sufragados con posterioridad a la causación del riesgo, para efectos de convalidar periodos que las administradoras de pensiones desconocían por la renuencia de los patronos de reportar la novedad de ingreso de sus colaboradores; luego, como no puede perderse el derecho por la incuria de quien estaba obligado a aportar al sistema, es el empleador quien debe asumir la prestación…. Sin perjuicio de lo anterior, resulta imprescindible recordar que las cotizaciones efectuadas con posterioridad al deceso de la afiliada, deben tenerse en cuenta al momento en que se lleve a cabo la devolución de saldos que haga la AFP, desde la imposibilidad de obtener el derecho deprecado”.
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Pereira, once (11) de febrero de dos mil veinticinco (2025)  
Acta No. 16 del 06 de febrero de 2025
La Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por MARIA IDALBA SÁNCHEZ MUÑOZ en nombre propio y en representación del menor MEGS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, GLOBAL IDEA LIMITADA -EN LIQUIDACIÓN, EDUARDO OCAMPO ESTRADA y OLGA CLEMENCIA HENAO TOBÓN. Al trámite se vinculó a la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN. 
PUNTO A TRATAR
Por esta providencia, la Sala resuelve los recursos de apelación interpuestos por COLPENSIONES y por la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN contra la sentencia proferida el 18 de junio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito. Asimismo, se examinará la decisión dando alcance al grado jurisdiccional de consulta a favor de COLPENSIONES, conforme al artículo 69 del C.P.T. y de la S.S. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 

1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
MARIA IDALBA SÁNCHEZ MUÑOZ en nombre propio y en representación del menor MEGS persigue que se condene a COLPENSIONES a realizar el cálculo actuarial a cargo de GLOBAL IDEA LTDA – EN LIQUIDACIÓN y solidariamente de CLEMENCIA HENAO TOVÓN y EDUARDO OCAMPO ESTRADA, así como el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes al menor MEGS, causada por el deceso de su padre MARCO TULIO GARNICA RÍOS desde el 23 de enero de 2010, más los intereses moratorios.

Como sustento de lo pretendido, se narra en la demanda que el menor MEGS nació el 08 de junio de 2009 y es hijo de MARIA IDALBA SÁNCHEZ MUÑOZ y MARCO TULIO GARNICA RÍOS, último quien falleció el 23 de enero de 2010.
Agrega que MARCO TULIO GARNICA RÍOS laboró para GLOBAL IDEA LTDA entre el 17 de abril y el 17 de junio de 2008, sin embargo, la empleadora no realizó los aportes a pensión durante el vínculo laboral, razón por la cual dentro del proceso con radicación 2016-00209, la sociedad acordó, en audiencia especial de conciliación llevada a cabo el 08 de marzo de 2017, constituir bono pensional ante COLPENSIONES por el tiempo laborado por el señor GARNICA RÍOS.
Relata que el 17 de marzo de 2017 GLOBAL IDEA LTDA- EN LIQUIDACIÓN solicitó ante COLPENSIONES la elaboración del cálculo actuarial, no obstante, la administradora pensional negó la petición y mediante Resolución SUB-115111 del 27 de abril de 2017 denegó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en favor del menor MEGS, bajo el argumento de que su padre solo acreditó 45 semanas cotizadas en los 3 años que antecedieron al deceso.
En respuesta a la demanda, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES se opuso a las pretensiones de la gestora de la litis, al considerar que el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS no dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes, como quiera que entre el 23 de enero de 2010 y el 23 de enero de 2007 tan solo cotizó 45 semanas. Así formuló las excepciones de mérito que denominó: “inexistencia de la obligación demandada”, “prescripción” y “buena fe”.
Por su parte, GLOBAL IDEA LTDA -EN LIQUIDACIÓN, EDUARDO OCAMPO ESTRADA y OLGA CLEMENCIA HENAO TOBÓN, representados por el mismo profesional del derecho, al contestar la demanda, si bien no aceptaron la existencia de la relación laboral con el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS, sí admitieron el acuerdo conciliatorio suscrito ante el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas y por el cual se obligó la sociedad a asumir el pago del bono pensional liquidado por COLPENSIONES  por el periodo del 17 de abril al 17 de junio de 2008, no obstante, la administradora pensional se negó a elaborar el cálculo actuarial, en razón a que solo aplica para el riesgo de vejez. No se opuso a las pretensiones ni presentó excepciones de mérito. 
Una vez vinculada al proceso y a pesar de haber sido debidamente notificada, la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN guardó silencio. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primer grado declaró la existencia de una relación laboral entre MARCO TULIO GARNICA RÍOS y GLOBAL IDEA LIMITADA, vigente del 17 de abril al 17 de junio de 2008 y que la empleadora, así como los socios de aquella, incumplieron con la obligación de afiliar al trabajador, debiendo hacer efectivo el pago del cálculo actuarial correspondiente. 
En consecuencia, condenó a COLPENSIONES elaborar el cálculo actuarial por el periodo comprendido entre el 17 de abril y el 17 de junio de 2008, teniendo en cuenta un IBC de $461.500 y concediendo a los obligados un plazo de 2 meses para pagar. Por otra parte, ordenó a COLPENSIONES que, una vez reciba el pago del cálculo actuarial incluya en nómina de pensionados al menor MEGS en virtud de la pensión de sobrevivientes a la que tiene derecho en cuantía de un SMLMV desde el 24 de enero de 2010.

Finalmente, declaró que la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN, en calidad de cónyuge, no acreditó la condición de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes causada por el fallecimiento del señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS y su abstuvo de imponer condena en costas.

Para arribar a tal determinación, la A-quo, previo recuento normativo y jurisprudencial sobre la pensión de sobrevivientes y los beneficiarios de la misma, la diferencia entre mora y falta de afiliación y los derechos fundamentales de los menores; consideró que con el material probatorio recaudado, particularmente el acuerdo conciliatorio celebrado entre la demandante y la empleadora demandada, se encuentra por fuera de discusión la existencia de la relación laboral entre la sociedad y el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS y que, por ello, la empleadora se comprometió a pagar el cálculo actuarial por la falta de afiliación del trabajador. 
Así, precisó que si bien el acuerdo conciliatorio no le es oponible a COLPENSIONES por no haber participado en el mismo, teniendo en cuenta que el pago del cálculo actuarial protege el derecho fundamental a la seguridad social de un menor de edad, es necesario dejar a un lado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, por no ser suficientemente protectora y, en su lugar, permitir que el empleador omisivo pague los aportes dejados de realizar aun con posterioridad a la ocurrencia del riesgo y que así la administradora pensional pueda reconocer la pensión de sobrevivientes. 
De esta manera, concluyó que, una vez pagado el cálculo actual, al menor le asiste derecho a percibir el 100% de la prestación a partir del día siguiente del fallecimiento de su progenitor y hasta que adquiera la mayoría de edad o hasta los 25 años si continúa sus estudios, en cuantía del salario mínimo, por lo que COLPENSIONES deberá reconocer el retroactivo pensional desde el 24 de enero de 2010, sin que ninguna mesada pensional se haya visto afectada por el fenómeno de la prescripción, como quiera que el término prescriptivo únicamente comenzaría a contar para MEGS a partir de que adquiera la mayoría de edad.
Agregó, que en este caso no hay lugar a imponer condena por intereses moratorios y costas procesales, pues ninguna mora en el pago podía atribuírsele a COLPENSIONES en tanto que negó la prestación bajo el amparo legal. 
Por último, concluyó que a pesar de estar probada por parte de la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN la condición de cónyuge del causante, no se allegó prueba alguna que diera cuenta de la convivencia, requisito indispensable para ser considerada beneficiaria de la pensión de sobrevivencia.
3. RECURSO DE APELACIÓN Y PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
La apoderada judicial de COLPENSIONES atacó el fallo de instancia aduciendo que el precedente de la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, acogido por este Tribunal, ha sido claro en determinar que acaecido el riesgo, invalidez o muerte, los empleadores que no afiliaron a sus trabajadores al sistema general de pensiones deberán asumir el reconocimiento y pago de las pensiones, toda vez que no están cubiertas por el Sistema de Seguridad Social en Pensiones, razón por la cual, la administradora pensional negó la elaboración del cálculo actuarial y la pensión de sobrevivientes al menor, con fundamento en la normatividad y la jurisprudencia. 
Agregó que no existe prueba alguna que indique, sin lugar a dudas, la existencia de la relación laboral para el año 2008, no pudiéndose así concluir que el causante efectivamente laboró en el periodo que se echa de menos en este proceso litigioso y que se pretendió salvaguardar con el acuerdo conciliatorio que no le es oponible a COLPENSIONES.
Por otra parte, el apoderado judicial de la vinculada ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN interpuso recurso de apelación parcial en contra de la sentencia de primera instancia, limitando su inconformidad en la falta de reconocimiento del 50% de la pensión de sobrevivientes a la cónyuge supérstite, para lo cual consideró que debió llamarse a declarar a su representada, como quiera que lo informado por ella en el interrogatorio pudo haber resuelto las dudas que impidieron otorgarle el derecho. 
Finalmente, como quiera que la decisión de primer grado fue desfavorable para los intereses de COLPENSIONES, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Analizados los alegatos presentados oportunamente por las partes, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales se remite la Sala por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., se observa que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con los problemas jurídicos que se expresarán más adelante.  El Ministerio Público no rindió concepto en este asunto.
5. PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER
Le corresponde a la Sala determinar, como primera medida, si el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS causó el derecho a la pensión de sobrevivientes conforme a la Ley 797 de 2003. En caso afirmativo, si el menor MEGS y la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN, en calidad de cónyuge supérstite e hijo, tienen derecho a la prestación de sobrevivencia deprecada.
6. CONSIDERACIONES
6.1. Aproximación al concepto legal de “vida marital” previsto en el artículo 47 de la ley 100 de 1993.

Es bien sabido que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es la que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del pensionado o del afiliado al sistema de Seguridad Social; y, además, quien alegue la calidad de cónyuge o compañero o compañera permanente del causante deberá cumplir ciertas exigencias de índole subjetivo y temporal para acceder a la pensión de sobrevivencia, lo cual, como ha señalado este Tribunal “constituye una garantía de legitimidad y justicia en el otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del grupo familiar, potencialmente beneficiarios de la misma prestación”.
Para el presente caso, dada la fecha del fallecimiento del señor ANDRÉS FERNÁNDEZ BARRAGÁN (23 de enero de 2010), la normatividad con arreglo a la cual se debe resolver la presente controversia no es otra que la Ley 797 de 2003, que en su artículo 13, modificatorio del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, establece que son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: “a) en forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. (…)”.
Dicho todo lo anterior, cabe recordar, por último, que el artículo 42 de la Carta Política establece que una familia, como la que se conforma entre compañeros permanentes, surge de la decisión libre, espontánea y reciproca de dos personas dispuestas a unir sus vidas a efectos de brindarse auxilio económico y asistencia mutua, y bien sabido es que la convivencia constituye un elemento fundamental para la configuración del derecho a la pensión de sobrevivientes, y este elemento ha sido definido como el vínculo afectivo entre dos personas mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común.
Sin embargo, es del caso recalcar que la cohabitación bajo el mismo techo no es el único rasgo distintivo de una relación de convivencia e incluso su ausencia o interrupción se puede excusar bajo razones de fuerza mayor o caso fortuito, como salud, trabajo, situaciones legales o económicas, discusiones o desacuerdos temporales, entre otros. Dichas razones deben aparecer acreditadas en los procesos donde se persigue el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, pues el juzgador deberá examinar y ponderar en cada caso concreto la razonabilidad de la justificación que explica la falta de cohabitación y además verificar si la consunción de ese elemento característico atenuó las demás expresiones de la vida en común, esto es, el acompañamiento espiritual permanente, un proyecto familiar en común, apoyo económico, vida de pareja, etc. (Ver entre otras, sentencia CSJ SL, 10 May. 2007, rad. 30141, CSJ SL, 14 jun. 2011, rad. 31.605 y CSJ SL803 de 2022) 

6.2. Caso concreto
Sea lo primero advertir que, dado que la muerte del señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS ocurrió el 23 de enero de 2010
, la norma que gobernaba la gracia pensional es el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, con la modificación que le introdujo el artículo 12 de la Ley 797 de 2003. Por tal razón, la demandante y la vinculada debían demostrar, para acceder a tal prestación, que el afiliado fallecido contaba al menos con 50 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a su fallecimiento, requisito que, conforme a la historia laboral aportada por COLPENSIONES, no se cumple, debido a que entre el 23 de enero de 2007 y el 23 de enero de 2010 el señor GARNICA RÍOS tan solo acreditó 46.28 semanas.
En este punto es preciso advertir que la contabilización de semanas se efectuó teniendo en cuenta los días calendario, es decir, diferenciando los meses con 30, 31, 29 y 28 días no solo para los periodos anteriores al 01 de enero de 1995 sino para la totalidad de los aportes, tal como en reciente jurisprudencia lo indicara la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia - SL138-2024- con ponencia del Magistrado Luis Benedicto Herrera Díaz. 

Dicho lo anterior, bien tomando las semanas reportadas en la historia laboral como lo hiciese la jueza de primera instancia y COLPENSIONES, ora porque se efectúe la contabilización de las cotizaciones con los días calendario, el señor GARNICA RÍOS no acreditó el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, con la modificación que le introdujo el artículo 12 de la Ley 797 de 2003 y, por ello no causó la pensión de sobrevivencia.
Ahora, la parte demandante pretende que se tengan como tiempos efectivamente cotizados y válidos para acceder a la pensión de sobrevivientes, aquellos que aduce laboró el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS para GLOBAL IDEA LTDA -EN LIQUIDACIÓN, entre el 17 de abril y el 17 de junio de 2008 y que no fueron cotizados por su empleador.

La jueza de primera instancia acogió esta pretensión, al considerar que la relación laboral se probó con el acuerdo conciliatorio llevado a cabo ante el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, última conclusión que comparte la Sala, como quiera que se cuenta con el Acta de Audiencia de Conciliación del 08 de marzo de 2017
 que hizo tránsito a cosa juzgada y en ella se dejó expresa constancia que el contrato de trabajo estuvo vigente entre el 17 de abril y el 17 de junio de 2008, por lo cual la sociedad GLOBAL IDEA LTDA – EN LIQUIDACIÓN y sus socios EDUARDO OCAMPO ESTRADA y OLGA CLEMENCIA HENAO TOBON se comprometieron a asumir el pago del bono pensional ante COLPENSOIONES, por todo el tiempo laborado. 
Con todo, aun teniéndose como un hecho indiscutible la existencia del contrato de trabajo entre el señor MARCO TULIO GARNICA RÍOS y  GLOBAL IDEA LTDA -EN LIQUIDACIÓN y la consecuente falta de afiliación al sistema de seguridad social en pensiones, por lo que se comprometió la empleadora a pagar el respectivo título pensional, no puede pasar por alto la Sala que en este caso tales aportes no pueden edificar el reconocimiento de  la pensión de sobrevivientes a cargo de COLPENSIONES, como quiera que la materialización del riesgo -muerte- impide el saneamiento de la omitida afiliación, toda vez que del cómputo de semanas cotizadas necesarias para acceder a la cobertura prestacional de estas contingencias, se debe excluir el tiempo de servicios prestados a empleadores que hubieren omitido la afiliación oportuna del trabajador siniestrado. 

Quiere decir lo anterior, en palabras más sencillas, y tomando como ejemplo el presente asunto, que si dentro de los tres (3) años anteriores al siniestro, el trabajador no hubiere sido afiliado o inscrito al Sistema Pensional por su empleador y, por ausencia de dicho acto, no pudiere completar las semanas cotizadas necesarias para acceder a la prestación económica por invalidez o muerte, la obligación de pagar la pensión recaerá de manera exclusiva sobre el empleador que omitió la afiliación, no obstante, en este caso la Sala tampoco podría, eventualmente, ordenar el reconcomiendo de la prestación a cargo de GLOBAL IDEA LTDA – EN LIQUIDACIÓN o sus  socios EDUARDO OCAMPO ESTRADA y OLGA CLEMENCIA HENAO TOBON como empleadores, puesto que no se dirigió en contra de estos pretensión en ese sentido y el sentenciador de segundo grado carece de facultades ultra y extra petita. 
Adicional a lo anterior, aun cuando el empleador se comprometió a efectuar el pago del título pensional, lo cierto es que dicho acuerdo conciliatorio no le es oponible a COLPENSIONES, como quiera que la administradora pensional no hizo parte del mismo y, por ello, no se obligó a elaborar el cálculo actuarial y mucho menos incluir en la historia laboral los tiempos no cotizados por falta de afiliación.

Y es que, aunque es cierto, como lo argumenta la jueza de primera instancia que, en casos particulares la Corte Constitucional vía tutela, en amparo de los derechos fundamentales de los beneficiarios, ha ordenado a las administradoras pensionales tener en cuenta los tiempos servidos y que no fueron cotizados por falta de afiliación, ello se debió principalmente a que, en esos casos, las administradoras pensionales habían consentido en efectuar la liquidación del cálculo actuarial y, a pesar de haber recibido el pago del mismo, se negaron al reconocimiento de la pensión respectiva. No obstante, el supuesto tenido en cuenta por la Corte Constitucional dista del sub-lite, como quiera que COLPENSIONES desde un primer momento negó la solicitud elevada por GLOBAL IDEA LTDA – EN LIQUIDACIÓN, amparada precisamente en las mismas consideraciones que comparte la Sala, esto es que, materializado el riesgo, no es posible trasladarlo al Sistema de Seguridad Social en Pensión.
Al respecto, en providencia SL1618-2023, la Corte Suprema de Justicia se pronunció sobre al criterio defendido por la Corte Constitucional y la posibilidad de habilitar la imputación del pago y el reconocimiento de las semanas en los periodos declarados, a pesar de que fueron sufragados en fecha posterior a la ocurrencia del siniestro para reconocer la pensión de sobrevivientes o invalidez. Así, precisó el Tribunal de Cierre de la Jurisdicción Ordinaria en su Especialidad Laboral que tal criterio no puede ser atendido, de acuerdo con lo siguiente: 
“Lo anterior, por la potísima razón de que si bien, el art. 48 de la Constitución Política, establece que el Estado debe proteger el derecho a la seguridad social, no es menos cierto, que tal garantía prevalece siempre que se hallen satisfechos los requisitos mínimos previstos en las normas legales que los establezcan, en tanto lo que se procura es respetar los derechos adquiridos al amparo de las disposiciones que se rigen cuando se consolidaron.

Tampoco, encuentra esta Corte razones para amparar dicha tesis, puesto que, tal y como se explicó en proveídos CSJ SL2538-2021 y CSJ SL3314-2020, entre otros, los precedentes de obligatorio cumplimiento son todos aquellos que profiere la Corte Constitucional en ejercicio del control abstracto de constitucionalidad; también, porque no puede desconocerse que esta Corporación construyó los anteriores lineamientos en atención a lo previsto en los artículos 48 y 53 de la norma superior, y 1, 2, 13-c, 15, 17 y 22 de la Ley 100 de 1993, según los cuales, la obligación pensional gira en torno a la dinámica contributiva y de solidaridad en la que están inmiscuidos los empleadores y las administradoras de pensiones, y es con base en ella, que se impone en cabeza de quien corresponda la asunción del riesgo.

Fuerza precisar, que esta Sala como tribunal de casación y órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, tiene a su cargo la unificación e integración de la jurisprudencia en estas materias, de suerte que las posturas que se fijen en ejercicio de esta labor no se deslegitiman o invalidan por el hecho de que otras autoridades judiciales, administrativas o de control, adopten criterios diferentes.

Por todo lo expuesto, el Tribunal no incurrió en la transgresión jurídica que le endilga la censura, dado que la aplicación del artículo 53, numeral 4, inciso 2 del Decreto 1406 de 1999, y los precedentes jurisprudenciales emitidos en cumplimiento del deber de unificar la jurisprudencia nacional del trabajo asignada a la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, impiden habilitar el pago de los aportes sufragados con posterioridad a la causación del riesgo, para efectos de convalidar periodos que las administradoras de pensiones desconocían por la renuencia de los patronos de reportar la novedad de ingreso de sus colaboradores; luego, como no puede perderse el derecho por la incuria de quien estaba obligado a aportar al sistema, es el empleador quien debe asumir la prestación.

Sin perjuicio de lo anterior, resulta imprescindible recordar que las cotizaciones efectuadas con posterioridad al deceso de la afiliada, deben tenerse en cuenta al momento en que se lleve a cabo la devolución de saldos que haga la AFP, desde la imposibilidad de obtener el derecho deprecado”.

En ese orden, la Sala, tal como ha sido el precedente horizontal mantenido por esta Corporación en todas sus Salas de Decisión, entre otras en la providencia del 05 de diciembre de 2024, radicado 05-2022-00009-01, con ponencia del Magistrado Germán Darío Góez Vinasco en la que se analizó un caso de similares aristas donde también el demandante era un menor de edad y la empleadora omisiva procuró el pago de los aportes debidos; acoge las consideraciones de la Superioridad y, en consecuencia, revocará la sentencia de primera instancia, en tanto ordenó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a cargo de COLPENSIONES y la elaboración del cálculo actuarial, sin perjuicio de que, efectuado el pago de los aportes dejados de cotizar por GLOBAL IDEA LTDA – EN LIQUIDACIÓN a los que se comprometió en el acuerdo conciliatorio la entidad, estos sean tenidos en cuenta para la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes.
En este punto, es del caso advertir que aunque la Sala no desconoce los derechos de rango constitucional de los menores de edad y la especial protección de que gozan, lo cierto es que tal circunstancia no puede significar trasladar a COLPENSIONES un riesgo que se causó antes de que la empleadora pretendiera cumplir con sus obligaciones, razón por la cual, se itera, es la sociedad demandada a quien le correspondería el reconcomiendo de la prestación, con lo cual se garantizarían los derechos fundamentales del menor. 

De acuerdo con lo anterior, se releva la Sala de estudiar la apelación de la vinculada, como quiera que perseguía el reconocimiento del 50% de la pensión de sobrevivientes y, esta, se itera, no puede imponérsele a COLPENSIONES y tampoco, en esta oportunidad procesal a la empleadora omisiva, puesto que no se dirigió pretensión en ese sentido y el sentenciador de segundo grado carece de facultades ultra y extra petita.  

En consecuencia, se revocarán los numerales 4º a 9º de la sentencia de primera instancia y, en su lugar se declarará probada la excepción de “inexistencia de la obligación demandada” propuesta por COLPENSIONES, en favor de quien se condenará en costas procesales a la parte actora. Se aclara que, los primeros tres numerales de la sentencia de primera instancia se mantendrán incólume toda vez que no perjudican a COLPENSIONES -favorecida con la consulta- y no fueron motivo de apelación, en el entendido que declaran la existencia de la relación laboral y la omisión de afiliación por parte de la sociedad empleadora, todo lo cual hizo tránsito a cosa juzgada por estar contenido en el acuerdo conciliatorio.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR los numerales cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno de la sentencia proferida el 18 de junio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, dentro del proceso ordinario laboral promovido por MARIA IDALBA SÁNCHEZ MUÑOZ en nombre propio y en representación del menor MEGS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, GLOBAL IDEA LIMITADA -EN LIQUIDACIÓN, EDUARDO OCAMPO ESTRADA y OLGA CLEMENCIA HENAO TOBÓN, al cual se vinculó a la señora ZORAYDA ÁLVAREZ PACHÓN. En su lugar:
SEGUNDO: DECLARAR probada la excepción de “inexistencia de la obligación demandada” propuesta por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES.

TERCERO: NEGAR la totalidad de las pretensiones de la demanda.
CUARTO: CONDENAR en costas de ambas instancias a la parte actora, en favor de COLPENSIONES.  Liquídense por el juzgado de origen. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

 
La Magistrada ponente, 

 Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Con firma electrónica al final del documento
GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
� Página 07, archivo 03, cuaderno de primera instancia


� Página 25, archivo 03, cuaderno de primera instancia. 
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